ACTO SEXUAL CON MENOR DE CATORCE AÑOS

RADICACIÓN:      660013187001-2006-06446-01

CONDENADO: DIEGO FERNANDO ESCALANTE MORALES


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, septiembre veintinueve (29) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No. 584
Hora: 05:55 p.m.   

1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno DIEGO FERNANDO ESCALANTE MORALES contra el auto interlocutorio proferido el trece (13) de junio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se le redosificó la pena impuesta, en aplicación del principio de favorabilidad.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de instancia, tuvo en cuenta para motivar su decisión, el contenido de la sentencia T-091 de 2006, en la cual se fijaron los límites de movilidad cuando se trataba de aplicar por favorabilidad la rebaja contenida en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, para lo cual, se había señalado que el allanamiento en la audiencia de formulación de imputación ameritaba un descuento de una tercera (1/3) parte, hasta la mitad de la pena. Como en tal decisión, se sostuvo que en realidad era equivalente tal figura con la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada existente en la anterior legislación (Ley 600 de 2000), procedió a realizar una rebaja del 34% de la pena, porcentaje del que dijo, de todas maneras se encontraba entre una tercera (1/3) parte y la mitad (1/2) de la pena. Así, al haberse tasado originalmente en el Juzgado del Conocimiento, la pena en 48 meses, ahora, disminuyó 16 meses y 10 días, de tal manera que la pena definitiva quedó en 31 meses y 20 días de prisión.
3.-  RECURSO

El disenso del interno consiste en rechazar la rebaja de diez (10) días que se le hizo, de la cual dice, no está acorde con el contenido de la Sentencia T-091/06, porque con la decisión tomada, el principio de favorabilidad fue llevado a su mínima expresión cuando no traduce ni siquiera el 0.5 % de reducción, en especial cuando operadores jurídicos de otros Distritos Judiciales y aún el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, conceden una rebaja de hasta el 50%, descuento que solicita sea aplicado en su caso.

Señala que el incremento de beneficios punitivos obedece a una política del Estado y por ende, su aplicación es un imperativo legal, aunado a que al hablarse de favorabilidad se debe propender por lo que el resultado sea de verdad más favorable al interno.
4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar la impugnación hecha del auto proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en virtud de ser esta Sala superior funcional del referido despacho.

Debe mencionarse ab initio, que el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad sigue solucionando el asunto de redosificación punitiva por aplicación del principio de favorabilidad, aplicando una reducción que es casi insignificante, al punto que ni siquiera alcanza a representar un uno (1%) de la pena impuesta; no obstante que por parte de esta Sala en innumerables ocasiones se han señalado los derroteros a seguir en este tipo de eventos, donde se deben examinar las circunstancias que rodearon la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada para determinar el mayor o menor desgaste de la Administración de Justicia originado en la actitud procesal del sentenciado. 
Es en ese sentido comprensible la crítica que contiene el recurso, con mayor razón cuando se echa de menos en el auto apelado una motivación adecuada para sostener la tesis contraria a la que ha expuesto el Tribunal. Se trata de una decisión calcada de las proferidas con  anterioridad, sin ningún contenido argumentativo del cual poda verificarse un estudio ajustado al caso concreto.
Aclarado lo anterior, procede la Sala al análisis de fondo que corresponde. En esa dirección y para establecer cuál es el descuento punitivo que ahora se puede otorgar, es imperativo mencionar que un análisis de la situación del señor ESCALANTE MORALES, indica que una vez declarado persona ausente y resuelta su situación jurídica, se profirió orden de captura para hacer efectiva la medida de aseguramiento que le había sido impuesta. La misma, se hizo realidad el veintiocho (28) de octubre de dos mil cinco (2005), y la indagatoria la rindió el siguiente treinta y uno (31) de octubre. Del informe sobre su aprehensión y de su injurada, se desprende que una vez recibió noticias de estar siendo solicitado por la autoridad judicial se presentó en las instalaciones de la Fiscalía en esta ciudad, donde fue detenido. El primero (1º) de noviembre allegó escrito en el que manifestaba su intención de someterse a la sentencia anticipada, el día siguiente (02 de noviembre) amplió su indagatoria para aceptar los cargos y ese mismo día se realizó la diligencia de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada, en la cual aceptó su responsabilidad por el delito endilgado.
A simple vista se aprecia que la actitud procesal del sentenciado de acogimiento al fallo antelado, a pesar de no haberse concretado en los albores del averiguatorio, se verificó tan pronto tuvo conocimiento de la investigación penal adelantada en su contra, al punto que compareció a las instalaciones del ente acusador, donde se hizo efectiva la captura. Por demás, una vez rendida su indagatoria, manifestó su deseo de acogerse al fallo antelado, con lo cual se evitó un desgaste innecesario del aparato judicial. Así las cosas, en aplicación de la premisa sentada por la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06, según la cual “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, estima consecuente esta Sala –tal y como se ha reiterado en numerosas decisiones recientes- conceder un descuento adicional a aquél que se le había reconocido en la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de tal manera que la rebaja total será de un cuarenta (40%) por ciento. 
Como la señora Juez del conocimiento tasó la pena en 48 meses de prisión, al aplicarle un descuento del 40% (no se trata del casi 1% concedido en la primera instancia, sino de una cantidad próxima al 7%), que equivale respectivamente a 19.2 meses de prisión, se tiene que la sanción total a cumplir será del orden de 28.8 meses, equivalente a 28 meses y 24 días de prisión. La pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas se impondrá por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Así se dejará consignado en la parte resolutiva de esta decisión.

5.- DECISIÓN  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, RESUELVE:
Primero: SE CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación, pero SE MODIFICA de la siguiente manera:

Segundo: Se RECONOCE al señor DIEGO FERNANDO ESCALANTE MORALES un descuento punitivo adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, de tal manera que la rebaja punitiva será del orden de un cuarenta (40%) por ciento, de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2005, la cual se aplica en virtud de principio de favorabilidad. Por lo tanto, la pena definitiva será de 28.8 meses de prisión, equivalente a veintiocho (28) meses y veinticuatro (24) días de prisión; la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena principal.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
                 ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





        Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Magistrado





        Secretaria 
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